BOLETÍN Nº 127-01 a)
INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite a los pequeños agricultores recuperar el impuesto al valor agregado y prorroga revalúo agrícola.
______________________________________
HONORABLE SENADO:



       Vuestra  Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.
El Ejecutivo ha hecho presente la urgencia constitucional, en todos sus trámites, calificándola de "simple", para el despacho de esta iniciativa legal.
En virtud de lo dispuesto por el artículo 27 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el Honorable Senado dispone de 30 días para terminar la discusión y votación de este proyecto, contados a partir del 14 de Noviembre de 1990, fecha de la sesión celebrada por la Corporación en que se dio cuenta de este proyecto.  En consecuencia, el plazo constitucional vence el 14 de Diciembre de 1990.
Cabe hacer presente que los Comités Parlamentarios, por unanimidad, acordaron -a solicitud de vuestra Comisión de Agricultura y de Hacienda- prorrogar hasta el día 6 de Diciembre de 1990 el plazo de que disponían para informar el proyecto de ley en estudio.
Para cumplir su cometido, la Comisión celebró dos sesiones, en las cuales debatió ampliamente la iniciativa en estudio y en cuya discusión participó, además de los miembros de vuestra Comisión, el H. Senador señor Jarpa.
La  Comisión  contó,  también, durante el estudio de esta materia, con la presencia y colaboración de los señores Francisco Zúñiga y Víctor Zúñiga, asesores del señor Ministro de Agricultura.
- - - - -  




      Según lo expresa el Mensaje es absolutamente imprescindible, en casos fundadamente justificados, hacer excepciones en el régimen tributario general, a fin de posibilitar el cumplimiento de las obligaciones que éste establece, para ciertos contribuyentes que, por determinadas situaciones relativas a su actividad y condición social, no tienen otras alternativas de solución. En este caso se encuentra un gran sector de pequeños agricultores.
Justifica  su  iniciativa,  el Ejecutivo,  señalando que se ha constatado que este sector es afectado por circunstancias simultáneamente concurrentes  -situación  que  prácticamente  no  se presenta en otros casos- como ser, la inferioridad cultural de sus componentes,  carencia de capacidad económica,  lejanía de los centros poblados y escaso contacto con el mundo económico formal. Lo anterior impide  al  pequeño  agricultor  cumplir  con  las obligaciones  que  le  impone  el  impuesto  al  valor agregado,  tales  como emitir facturas,  efectuar  la declaración  y  pagar  el  tributo  en  los  plazos establecidos por la ley.   Esta situación, obliga al contribuyente  a  permanecer  centro  de  los  niveles informales de la economía, lo que facilita el abuso de quienes adquieren sus productos, ya que conocen la situación en que viven, sus limitaciones y necesidades, pagándoles precios substancial ente inferiores a los del mercado normal.  Asimismo, este sector marginado es instrumento de aquellos que le utilizan como un medio para  la evasión tributaria,   cuyo efecto puede ser importante en la recaudación  al IVA, a la vez que distorsiona los precios de los productos agropecuarios.  Por otra parte, es preciso destacar el efecto económico negativo que el sistema produce al pequeño agricultor, ya que al no estar habilitado para recuperar el crédito fiscal  -formado  por  el  impuesto  que pagó en  sus adquisiciones-,  encarece  su  proceso  productivo  al transformarse ese tributo no recuperado en un costo adicional  con  lo  que  se  encuentra  evidentemente discriminado respecto del común de los contribuyentes.
El  Gobierno  agrega  que  en cuanto al número de pequeños productores agrícolas que se podrían amparar en el régimen especial del IVA que se describe, no se tiene una estadística detallada al respecto. Sin embargo, existe fundada certeza que dicho número es de más de 200.000 personas, partiendo de la base que el número de predios agrícolas exentos de contribuciones, por tener un avalúo igual o inferior a 67,5 unidades tributarias mensuales es de 281.000.
El mecanismo que el proyecto contempla para que el pequeño productor agrícola se integre al régimen tributario, se basa en el traslado de las obligaciones de recargar el impuesto y enterarlo en arcas fiscales,  que normalmente corresponden al vendedor, hacia la empresa compradora de los productos agrícolas que se encuentre expresamente autorizada para este efecto por el Servicio de Impuestos Internos. Esta modalidad es básica en la implementación del sistema,   porque   soluciona   los   problemas   de administración que tiene el pequeño productor agrícola respecto de la aplicación del IVA, al posibilitar que la responsabilidad de calcular y pagar el tributo -y por consiguiente emitir la factura- recaiga en el comprador,  quien  ya  se  encuentra  adecuadamente organizado para tales efectos.   Asimismo,  de esta manera se resguardará mejor el  interés  fiscal al constituirse como sujeto del impuesto,  respecto de varios contribuyentes de difícil fiscalización, a una sola  empresa  la  que,  por  su  importancia,  es evidentemente más identificable y ubicable.
Por  otra  parte,  añade  el Mensaje, sólo procederá la devolución de los créditos fiscales al pequeño productor agrícola, cuando éste realice ventas a los mencionados adquirentes autorizados por el Servicio de Impuestos Internos, situación que deberá acreditar acompañando las facturas de compras respectivas a la solicitud que tiene que formular para la restitución de los citados créditos fiscales. Para los efectos de mantener un debido resguardo de los excesos que pudieran presentarse en algunas situaciones, la devolución se limita a un 70% de las ventas netas, considerando el mismo porcentaje que existe en la relación débitos y créditos fiscales, determinados en promedio del total declarado en un año por el sector agrícola por concepto del Impuesto al Valor Agregado.
Otra   limitación   que   se establece para la devolución del crédito fiscal, es la de un monto máximo de ventas netas equivalente a 200 unidades tributarias mensuales.  Este tope se ha fijado tomando como base la información que ha proporcionado el  Ministerio  de  Agricultura  considerando  los siguientes  factores:    Las  ventas  de  un  pequeño productor agrícola en la explotación de un predio tipo (entre  1  a  2  hectáreas  de  riego  básico  según equivalencia por región, estimando que la explotación corresponde a suelos arables de calidad agronómica media); la estructura productiva típica encontrada en la zona de riego y de secano de las distintas regiones y los precios a productor observados en los últimos meses en cada región.  Con la exigencia de este límite también se procura evitar que el régimen propuesto sea utilizado por personas de mayor capacidad económica, las que pueden financiar la administración formal que se requiere para cumplir con la ley tributaria.
La solicitud de devolución de los créditos fiscales deberá presentarse en las oficinas del Servicio de Impuestos Internos en el mes de junio de cada año, por las compras efectuadas o servicios utilizados por el pequeño productor agrícola en los doce meses anteriores. Junto a la solicitud deberán acompañarse las facturas de compras y de ventas del mismo período, con lo cual se justificarán las operaciones que dan derecho a la petición del reembolso respectivo. En el curso de los dos meses posteriores de presentada la solicitud de devolución, el Servicio de Tesorerías, previo informe del Servicio de Impuestos Internos, deberá restituir al agricultor la cantidad que corresponda por concepto de su crédito fiscal, más un reajuste equivalente al 50% de la variación del índice de Precios al Consumidor ocurrida en el período de doce meses al que corresponde la suma devuelta. Se ha optado por una reajustabilidad basada en un porcentaje promedio de la inflación del período por razones de simplificación del proceso en el que se determinarán las cantidades a devolver, considerando el alto número de personas que potencialmente se acogerán al sistema.
También   en   el   presente proyecto se contienen las facultades necesarias, de orden administrativo, para que el Servicio de Impuestos Internos pueda poner en práctica el sistema descrito sin mayores inconvenientes, tales como exigir la inscripción de los pequeños productores agrícolas en un rol, la exhibición y registro de documentos de identificación, requerir información, exigir requisitos especiales en la emisión de facturas de compras, etc.
Asimismo,  se  contemplan  las sanciones que se harán aplicables en el evento que algún contribuyente utilice en forma indebida el régimen señalado, las cuales se basan en general en las que contempla el Código Tributario.
En cuanto a la vigencia que se propone al régimen de devolución del crédito fiscal para los pequeños productores agrícolas, ésta se establece a contar del día 1° del mes siguiente al de la publicación de la ley en el Diario Oficial; pero no obstante ello, los interesados podrán acogerse a él en junio de 1991 por los créditos fiscales que se generen en los doce meses anteriores, es decir, desde el 1° de Junio de 1990 al 31 de Mayo de 1991.
Como   se   puede   apreciar, mediante el proyecto de ley descrito se ofrece a un importante sector de la economía una adecuada solución a sus problemas tributarios, la cual, aún cuando significará un esfuerzo adicional de la administración fiscal, se justifica ampliamente porque se trata, en la especie, de contribuyentes de escasos recursos económicos y que además, por ejercer su actividad alejados de los centros urbanos, no cuentan con los medios suficientes para integrarse en igualdad de condiciones al mercado formal del país y participar de su desarrollo.
A  continuación  el  Mensaje propone prorrogar la vigencia del revalúo agrícola -que debe regir desde el 1° de Enero de 1991 por disposición de la ley Nº 17.235 sobre Impuesto Territorial-, al 1° de Enero de 1992.
La  postergación  referida  se justifica, considerando que con motivo de la vigencia del revalúo de los bienes raíces el Servicio de Impuestos Internos deberá enfrentarse simultáneamente con dos procesos de tasaciones los que, por su naturaleza, son de difícil resolución.
El hecho de que el revalúo de bienes raíces no agrícolas ya rige a contar del 1° de julio de este año, no significa que este proceso se encuentra terminado, porque se desarrolla actualmente la etapa de información al contribuyente y luego se iniciará la de revisión y resolución de las reclamaciones que se interpongan. Asimismo, la experiencia recogida en esa retasación no es plenamente utilizable en la de los bienes raíces agrícolas, ya que, si bien los objetivos son los mismos, la naturaleza de los bienes, su ubicación geográfica y otras especificaciones, obligan a practicar nuevos estudios, recoger información de otro tipo y, en general, a diseñar un plan de operación de características muy distintas.
Debe agregarse a lo anterior que la prórroga solicitada se fundamenta, también en el interés que se tiene de efectuar una tasación de los bienes raíces agrícolas ajustada a la realidad según las normas que ordena la ley, lo cual exige el tiempo suficiente para recopilar y procesar los antecedentes necesarios.
Finalmente, el Ejecutivo señala que para los efectos de lo dispuesto en el artículo 14° de la ley N° 18.918, el proyecto de ley que propone no irroga gastos para el erario nacional.
 - - - - 
La iniciativa legal en comento propone una solución al problema que enfrentan los pequeños productores agrícolas en el pago del IVA desde su creación, es decir, desde el año 1975, al no poder éstos cumplir con las exigencias que se les impone. Por ello, el proyecto tiene por objeto integrar a los mencionados contribuyentes al régimen tributario del IVA, mediante el establecimiento para ellos, de un procedimiento especial para la recuperación del impuesto pagado por sus adquisiciones y el cual posibilita, también, liberarlos de otras cargas tributarias formales importantes y prorroga el revalúo agrícola.
Vuestra Comisión compartió los fundamentos del proyecto reseñados precedentemente, en virtud de lo cual, aprobó en general la idea de legislar sobre la materia.
-----------

En virtud de lo dispuesto en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República y de los artículos 24 y 32 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, este proyecto tiene como ideas matrices o fundamentales, las siguientes:
1°.-  Establecer  un régimen especial para devolver el crédito fiscal del impuesto al valor agregado a lo pequeños productores agrícolas, y
2°.-  Prorrogar hasta el 31 de Diciembre de 1992, la vigencia de los actuales avalúos de los bienes raíces agrícolas, postergando los revaluos, cuya vigencia se establece a contar del 1° de Enero de 1993.
El proyecto de ley en estudio, despachado en primer trámite constitucional por la H. Cámara de Diputados, está estructurado en dos artículos permanentes.
ARTICULO 1°
Consta  de  diez  letras  y establece que los pequeños productores agrícolas podrán recuperar el crédito fiscal correspondiente al impuesto al valor agregado por la compra que efectúe o servicios contratados mediante su devolución por el Servicio de Tesorerías.




letra a)
Define  al  pequeño productor agrícola señalando que es una persona natural, acogida al régimen de renta presunta de la ley sobre Impuesto a la Renta y que explote uno o más predios agrícolas cuyo avalúo fiscal total no supere el equivalente a 100 unidades tributarias mensuales al mes de enero del ejercicio respectivo.
La  H.  Cámara  de  Diputados modificó esta letra a) intercalando, después del término "avalúo fiscal" la expresión "total" y reemplazando el guarismo "65" por "100" en atención a que las 65 U.T.M. representan un número muy pequeño de propiedades agrícolas en el país, por lo que debería elevarse a 100 U.T.M. la respectiva referencia.
Vuestra  Comisión  de Agricultura, en relación con la definición del pequeño productor agrícola, aprobó por unanimidad, la siguiente indicación:
- De  los  HH.  Senadores señores Cooper y Romero, para intercalar, en esta letra a), en punto seguido, a continuación de la oración inicial que finaliza con las palabras "ejercicio respectivo.", las siguientes:
"Se entenderán, también, como pequeños productores agrícolas los medieros o arrendatarios que efectúen ventas de su producción no superior a 200 unidades tributarias mensuales al año calendario.".
El   fundamento   de   esta indicación radica en que quedarían excluidas de los beneficios del sistema que se propone por esta ley las personas que trabajan o explotan, en calidad de medieros o arrendatarios, parte de un predio agrícola cuyo avalúo sea superior a las 100 U.T.M.
La cifra contemplada,  en la indicación en estudio, con respecto a las ventas que efectúen los pequeños productores agrícolas de su producción, se fijó en una cantidad no superior a 200 U.T.M. al año calendario, de manera que concordara con lo dispuesto en la letra d) del proyecto en estudio.
Vuestra Comisión, luego de un extenso debate aprobó, por unanimidad, esta indicación.
Luego,  esta  letra establece que "en cada retasación de los predios agrícolas que se practiquen en virtud de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 17.235, el monto que corresponda a las 100 unidades tributarias mensuales se ajustará en el mismo porcentaje de variación que se determine entre el nuevo valor total de los avalúos de los predios agrícolas que no superaban dicho monto, y el que tenían con anterioridad a dicho reavalúo.  Para estos efectos, el nuevo límite de unidades tributarias mensuales se expresará en números enteros subiendo al entero la décima superior a cinco y despreciando la inferior a este decimal."
Como lo normal es que en cada retasación de los bienes raíces se produzcan variaciones en el valor de los avalúos, superiores en algunos casos a la de la unidad tributaria mensual, se ha creído necesario dejar establecido en la ley un procedimiento por el cual el límite de avalúo de 100 U.T.M. , del que no puede exceder el predio del agricultor para continuar acogido al régimen tributario que contiene el proyecto, se ajuste considerando la variación de los mismos bienes raíces que se produzca con motivo de la respectiva retasación.
Con   las   modificaciones señaladas,  vuestra Comisión aprobó,  por unanimidad, esta letra.




letra b)
Señala que los productos que vendan deberán ser agropecuarios y no podrán ser adquiridos de terceros, salvo que se trate de ventas de animales adquiridos para la crianza y engorda.
La letra b) del Mensaje exigía a los agricultores vender solamente productos agropecuarios y de su propia producción para acogerse al régimen tributario por el cual pueden solicitar la devolución del I.V.A. soportado en sus adquisiciones.
La  H.  Cámara  de  Diputados modificó esta disposición considerando atendible hacer una excepción a este requisito aceptando que el pequeño agricultor pueda vender también animales adquiridos para la crianza y engorda, considerando que esta actividad por sus características se ha calificado como agrícola, tal como lo preceptúa el propio Reglamento de Contabilidad Agrícola (Decreto Supremo N° 323, de 1932, del Ministerio de Hacienda) en el número segundo de su artículo 2°.
Vuestra  Comisión  aprobó por unanimidad esta letra, sin modificaciones.




letra c)
Dispone que el crédito fiscal con derecho a devolución deberá cumplir con todos los requisitos que al respecto establece el decreto ley N° 825, de 1974.
Vuestra  Comisión  aprobó  por unanimidad esta letra, sin modificaciones.




letra d)
Establece  que  la  devolución del crédito fiscal, sólo procederá cuando el pequeño productor agrícola realice ventas a empresas autorizadas por el Servicio de Impuestos Internos para emitir facturas de compras y que dicha devolución, no puede exceder al impuesto que corresponda por las compras y servicios ni superar el 70% de dichas ventas netas, en el mismo período y que sólo será aplicable hasta un monto neto de ventas de 200 U.T.M.
Vuestra Comisión aprobó esta letra, por unanimidad, sin modificaciones.




letra e)
Señala  que  la  solicitud de devolución del crédito fiscal deberá presentarse ante el Servicio de Impuestos Internos en el mes de Junio de cada año, respecto de las compras efectuadas o de los servicios utilizados en los doce meses inmediatamente anteriores. La solicitud contendrá las especificaciones que establezca dicho Servicio y a ella se acompañarán las facturas del período, tanto de las adquisiciones y de los servicios utilizados como de las ventas. Dentro de los dos meses siguientes a la presentación de la solicitud, el Servicio de Tesorerías, previo informe del Servicio de Impuestos Internos, devolverá al pequeño productor agrícola, sin más trámite, la cantidad que corresponda por concepto del crédito fiscal, más un reajuste equivalente al 50% de la variación del índice de Precios al Consumidor determinada en el período de doce meses respectivo.
Vuestra  Comisión, por unanimidad, después de un extenso debate, acordó solicitar al Ejecutivo el patrocinio constitucional para sustituir el guarismo "50%" por "100%".
Los representantes del Ejecutivo, presentes en la Comisión, estuvieron de acuerdo con la modificación anteriormente señalada y quedaron de enviar debidamente firmada dicha indicación, en el curso del día.
Por estas razones se incluye en el informe, sujeta a la condición de que se materialice formalmente.
El fundamento  de  esta modificación se basa en que la devolución del crédito fiscal tendrá lugar una vez al año, después del mes de Junio, no pudiendo, por razones de recargo administrativo y problemas de orden técnico -ya que el proceso impositivo está pensado en forma anual-efectuarse la devolución mes a mes o dos veces en el año. De ahí que se eleve el reajuste equivalente al 50% de la variación del índice de Precios al Consumidor determinada en el período de doce meses respectivo a un 100%.
Además,  vuestra    Comisión estimó de toda justicia otorgar el 100% de reajuste a los pequeños agricultores de que trata este proyecto, en atención a las precarias condiciones económicas con que se desenvuelven dentro de su actividad productiva.
Esta letra fue aprobada, con la modificación propuesta, por unanimidad.




letra f)
Establece  que el monto del impuesto de facturas de compras en cuya emisión se detecten infracciones, debe deducirse íntegramente o en la suma proporcional que corresponda de la cantidad por la cual se solicite devolución y que el pequeño productor agrícola no puede seguir impetrando el beneficio mientras no restituya las cantidades que corresponda, todo esto sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar de acuerdo a otras disposiciones legales atingentes.
Vuestra Comisión de Agricultura aprobó por unanimidad esta letra, sin enmiendas.




letra g)
Faculta al Director  del Servicio de Impuestos Internos para determinar las empresas que emitirán las facturas de compra, en la forma que señale y cumpliendo las obligaciones que establece el decreto ley N° 825, de 1974, y para suspender o suprimir la obligación de emitir facturas de compras, respecto de las empresas que estime conveniente.
Vuestra Comisión  aprobó unánimemente esta letra, sin modificaciones.




letra h)
Señala   que   las   empresas deberán inscribirse en un rol, en la forma y plazos que determine el Servicio de Impuestos Internos. Asimismo, podrá exigirse que los pequeños productores agrícolas se inscriban en dicho rol.
Se   faculta,   además, al Servicio de Impuestos Internos para requerir la información que estime necesaria, exigir la exhibición de documentos para el debido resguardo del interés fiscal y suspender o suprimir la exigencia de entregar todas o algunas de las facturas, al solicitarse la devolución del crédito fiscal.
Vuestra Comisión  de Agricultura aprobó por la unanimidad de sus miembros, esta letra, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados.




letra i)
Establece  que el  no cumplimiento de las disposiciones de este texto, dará lugar  a  las  sanciones  establecidas  en  el  Código Tributario, salvo cuando cometa alguna de las contenidas en el N° 4 del artículo 97 del mencionado Código, en cuyo caso queda definitivamente excluido del derecho a la devolución del crédito fiscal.
Vuestra  Comisión  aprobó por unanimidad y sin enmiendas esta letra.




letra j)
Señala   la fecha de vigencia de este sistema, el cual regirá a contar del 1° del mes siguiente al de publicación de la ley en el Diario Oficial y afectará las adquisiciones o utilización de servicios que los pequeños productores agrícolas acrediten por los doce meses anteriores a junio de 1991.
Vuestra  Comisión  aprobó  por unanimidad y sin enmiendas esta letra.
ARTICULO 2°
Su  inciso  primero prorroga, hasta el 31 de diciembre de 1992, la vigencia de los actuales avalúos de los bienes raíces agrícolas, con sujeción a todas las normas aplicables a la determinación de dichos avalúos, en especial, las dispuestas en el decreto ley N° 2.325, de 1978, y fija a contar del 1° de enero de 1993 la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen de acuerdo con las normas del artículo 3° de la ley N° 17.235.
Su  inciso  segundo establece que para la fijación de los nuevos avalúos, el Servicio de Impuestos Internos podrá eximir de la obligación d presentar la declaración a que se refiere el artículo 3° de la ley N° 17.235, a todos los contribuyentes o una parte de ellos.
La Cámara de Diputados aprobó este artículo prorrogando la vigencia del reavalúo d bienes agrícolas al 31 de diciembre de 1992. Este plazo era concordante con la vigencia de los nuevos avalúo de bienes raíces no agrícolas, que regían a contar de 1° de julio del presente año, y con el tiempo que s precisa para resolver los reclamos que se formulan por este proceso.
Por  las  razones  ampliamente conocidas, la vigencia del reavalúo de los bienes raíces no agrícolas se postergó en un año, es decir hasta el 1° de julio de 1991, por lo que fue indispensable, también, cambiar la fecha desde la cual regirá el reavalúo de los bienes raíces agrícolas, proponiéndose al efecto el 1° de enero de 1993.
Vuestra  Comisión,  por unanimidad, aprobó este artículo en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados.
- - - - -

En  mérito de las consideraciones anteriores vuestra Comisión os propone aprobar el proyecto de ley en informe con las siguientes modificaciones:
ARTICULO 1°.-
- Intercalar,  en la letra a), en punto seguido (.), a continuación de la oración inicial que finaliza con las palabras "ejercicio respectivo.”, lo siguiente: "Se entenderán, también, como pequeños productores agrícolas los medieros o arrendatarios que efectúen ventas de su producción no superiores a 200 unidades tributarias mensuales al año calendario.".
- Sustituir, en la letra e), el guarismo "50%" por "100%" que figura entre las expresiones "equivalente al" y "de la variación". (Esta modificación está sujeta a la condición de que se materialice la indicación del Ejecutivo. Ver página 14).
Como  consecuencia  de  las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone vuestra Comisión de Agricultura queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:
"Artículo  1°.-  Los  pequeños productores agrícolas podrán recuperar el crédito fiscal, correspondiente al impuesto al valor agregado soportado en las adquisiciones que efectúen o servicios que contraten, mediante su devolución por el Servicio de Tesorerías, de acuerdo con las siguientes normas:
a)  Se entenderá por pequeño productor agrícola a la persona natural, acogida al régimen de renta presunta de la ley sobre Impuesto a la Renta, y que explote uno o varios predios agrícolas cuyo avalúo fiscal total no supere el equivalente a 100 unidades tributarias mensuales al mes de enero del ejercicio respectivo. Se entenderán, también, como pequeños productores agrícolas los medieros o arrendatarios que efectúen ventas de su producción no superiores a 200 unidades tributarias mensuales al año calendario. En cada retasación de los predios agrícolas que se practiquen en virtud de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 17.235, el monto que corresponda a las 100 unidades tributarias mensuales se ajustará en el mismo porcentaje de variación que se determine entre el nuevo valor total de los avalúos de los predios agrícolas que no superaban dicho monto, y el que tenían con anterioridad a dicho reavalúo. Para estos efectos, el nuevo límite de unidades tributarias mensuales se expresará en números enteros subiendo al entero la décima superior a cinco y despreciando la inferior a este decimal.
b)  Los productos  que vendan deberán ser agropecuarios y no podrán ser adquiridos de terceros, salvo que se trate de ventas de animales adquiridos para la crianza y engorda.
c)  El  crédito  fiscal  con derecho a devolución deberá cumplir con todos los requisitos que al respecto establece el decreto ley N° 825, de 1974.
d) La devolución del crédito fiscal no recuperado mediante otro mecanismo legal, sólo procederá cuando el pequeño productor agrícola realice ventas a los contribuyentes que se indican en la letra g), por las cuales se emitan facturas de compras, no pudiendo exceder tal devolución del impuesto que corresponda por las compras y servicios que no superen el 70% de esas ventas, en valores netos, en el mismo período tributario. No obstante, el derecho a la devolución del crédito fiscal sólo será aplicable hasta un monto neto de ventas de 200 unidades tributarias mensuales respecto de un pequeño productor agrícola, en el período de doce meses a que se refiere la letra siguiente.
e) La solicitud de devolución del crédito fiscal deberá presentarse ante el Servicio de Impuestos Internos en el mes de junio de cada año, respecto de las compras efectuadas o de los servicios utilizados en los doce meses inmediatamente anteriores. La solicitud contendrá las especificaciones que establezca dicho Servicio y a ella se acompañarán las facturas del período, tanto de las adquisiciones y de los servicios utilizados como de las ventas. Dentro de los dos meses siguientes a la presentación de la solicitud, el Servicio de Tesorerías, previo informe del Servicio de Impuestos Internos, devolverá al pequeño productor agrícola, sin más trámite, la cantidad que corresponda por concepto del crédito fiscal, más un reajuste equivalente al 100% de la variación del índice de Precios al Consumidor determinada en el período de doce meses respectivo.
f) El monto del impuesto de las facturas de compra a que se refiere la letra anterior en cuya emisión se detecten infracciones, deberá deducirse íntegramente de la cantidad por la cual se solicite la devolución, o bien se hará exigible el reembolso de la suma proporcional recibida, considerándose para todos los efectos como una diferencia de impuesto al valor agregado. Mientras no se restituyan las cantidades que correspondan a estas devoluciones indebidas, el pequeño productor agrícola no podrá seguir impetrando el beneficio que establece este artículo, sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar de acuerdo con lo prescrito en otros textos legales.
g)  Para  los efectos de  lo dispuesto en la letra d), el Director del Servicio de Impuestos Internos podrá establecer, para determinadas empresas que declaren sus impuestos sobre, la base de contabilidad completa, la obligación de emitir facturas de compra, en las adquisiciones que hagan a los pequeños productores agrícolas, y retener, declarar y pagar el Impuesto al Valor Agregado que corresponda a la operación, sin deducción de ninguna especie, asumiendo la empresa todas las obligaciones que establece el decreto ley N° 825, de 1974, para el contribuyente vendedor de los bienes. En uso de esta atribución, el Director deberá considerar el monto de las ventas de las empresas, su capital o cualquier otro antecedente o requisito que garantice un adecuado control de las facturas de compras que se emitan. El Director podrá suspender o suprimir la obligación de emitir facturas de compras, respecto de las empresas que estime conveniente excluir del sistema a que se refiere este artículo.
h)  Las empresas referidas en la letra anterior, para que sea aplicable lo dispuesto en este artículo, deberán inscribirse en un rol en la forma, plazo y condiciones que establezca el Servicio de Impuestos Internos. Asimismo, este Servicio podrá exigir que los pequeños productores agrícolas se inscriban en dicho rol. El mencionado Servicio podrá requerir la información que considere necesaria, imponer la exhibición y anotación de documentos de identificación en las facturas respectivas, exigir requisitos y obligaciones especiales en la emisión de las facturas de compras, y cualquier otro procedimiento que sea indispensable par.a el debido resguardo del interés fiscal e incluso suspender o suprimir la exigencia de entregar todas o algunas de las facturas al solicitarse la devolución del crédito fiscal.
i) El no cumplimiento de las disposiciones contenidas en los incisos anteriores y de los requisitos o exigencias que se establezcan con motivo de ellos, harán aplicables las sanciones contempladas en el Código Tributario. Sin perjuicio de la procedencia de estas sanciones, el pequeño productor agrícola que cometa cualesquiera de las infracciones que se contienen en el número 4 del artículo 97 del Código Tributario, quedará definitivamente excluido del derecho a la devolución del crédito fiscal que autoriza este artículo.
j)  Lo  dispuesto  en  este artículo regirá desde el día 1° del mes siguiente al de publicación de esta ley en el "Diario Oficial", afectando a las adquisiciones o a la utilización de servicios que los pequeños productores agrícolas acrediten por los doce meses anteriores a junio de 1991.
Artículo 2º.-    Prorrógase, hasta el 31 de diciembre de 1992, la vigencia de los actuales avalúos de los bienes raíces agrícolas, con sujeción a todas las normas aplicables a la determinación de dichos avalúos, en especial, las dispuestas en el decreto ley N° 2.325, de 1978, y fíjase a contar del 1° de enero de 1993 la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen de acuerdo con las normas del artículo 3° de la ley N° 17.235.
Para la fijación de los nuevos avalúos, el Servicio de Impuestos Internos podrá eximir de la obligación de presentar la declaración a que se refiere el artículo 3° de la ley N° 17.235, a todos los contribuyentes o a una parte de ellos.".
- - - - -
Acordado  en sesiones celebradas los días 27 de noviembre y 4 de diciembre, del año en curso, con la asistencia de sus miembros los HH. Senadores señores Sule (Presidente), Cooper, Lavandero, Romero y Sinclair.
Sala de la Comisión, a 4 de Diciembre de 1990.

ANA MARIA JARAMILLO FUENZALIDA

       Secretario de la Comisión
